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por las organizaciones de consumidores, que estudie y valore los 
casos excepcionales y permita flexibilizar un sistema basado en el 
empadronamiento.

Respecto del cruce de datos con el padrón, éste debe estar 
actualizado y debe ser automático, existiendo Resolución de la 
Agencia de Protección de Datos que ampara el cruce de datos del 
padrón municipal y los usuarios del suministro domiciliario de agua. El 
inconveniente es que el consumidor debe ser consciente de que tener 
actualizado los datos de empadronamiento es su responsabilidad y 
tiene una incidencia directa en la facturación del suministro, así como 
que debe contar con información suficiente al respecto.”

Estamos convencidos de que el sistema de tarificación por habitante 
es el más justo y el que en mejor medida posibilita el cumplimiento de los 
principios de recuperación de costes y fomento del consumo responsable. 
Y creemos que con una adecuada previsión, un proceso de información 
pública y la creación de órganos para resolver dudas y posibles conflictos, 
podría y debería  implantarse en todos los municipios de Andalucía.

4.4. Conclusiones

La adecuada relación entre los factores que conforman el binomio 
coste-precio es fundamental para valorar, no sólo la eficacia y eficiencia 
del servicio, sino sobre todo la equidad del mismo, ya que la tarifa que se 
repercute a los usuarios sólo se justifica en la medida en que es necesaria 
para cubrir los costes del servicio. Por tanto, desde la perspectiva de las 
personas usuarias del servicio es importante que quede garantizado que 
se realiza una adecuada imputación de costes y que los cálculos se realizan 
conforme a lo legalmente estipulado.

El canon concesional no es en la mayoría de los casos sino una fuente 
de financiación extra para la entidad local, cuyo coste no recae en realidad 
sobre las empresas concesionarias sino sobre las personas usuarias del 
servicio de agua. Abogamos por una modificación drástica de la regulación 
vigente en relación con el servicio de agua que implique la prohibición total 
del canon concesional, o, de no ser esto posible, al menos que se prohíba el 
cobro anticipado del canon y se establezca la obligatoriedad de destinarlo a 
la financiación del servicio de agua.
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Existen grandes diferencias en cuanto a los precios del servicio entre 
unas empresas y otras, que muchas veces resultan difíciles de explicar. Las 
diferencias de costes entre unos servicios y otros pueden deberse a factores 
relacionados con la eficiencia en la gestión del servicio o con la aplicación 
al mismo de economías de escala. Factores sobre los que, en principio, 
podría intervenirse con el objetivo de equiparar costes. No obstante, en 
muchos casos, estas diferencias de costes obedecen a factores extrínsecos 
al propio servicio, sobre los que es muy difícil intervenir, como pueden ser 
la cantidad o calidad del recurso disponible, las dificultades orográficas para 
su extracción y distribución o la dispersión demográfica.

Desde un punto de vista teórico nada impide que se establezcan unas 
tarifas comunes para todos los municipios y usuarios de una Comunidad 
Autónoma, incorporando criterios de solidaridad en el reparto de costes. 
No obstante, a nadie se le escapa que si ya es bastante difícil conseguir el 
consenso necesario entre los municipios afectados para fijar unas tarifas 
comunes en el ámbito de gestión de una misma empresa suministradora, 
cuanto más arduo resultaría obtener el acuerdo para fijar unas tarifas 
comunes cuando afectan a municipios gestionados por distintas empresas 
suministradoras.

Apoyamos las propuestas que abogan por la regulación mediante una 
norma específica de los criterios esenciales sobre los costes que pueden ser 
imputados al servicio de aguas y de las reglas para el cálculo de los mismos, 
de tal forma que se limiten la discrecionalidad y las incertidumbres que se 
generan actualmente en relación con la determinación de este elemento 
esencial del servicio.

Asimismo, consideramos razonable la propuesta de atribuir a un 
órgano específico, preferentemente el Observatorio Andaluz del Agua, 
funciones de control y supervisión sobre los servicios de agua, que incluiría 
la fiscalización de las tarifas y, dentro de la misma, de los costes del servicio.

Las diferencias en los tramos de consumo entre unas localidades y 
otras pueden venir justificadas por la existencia de unos consumos medios 
divergentes basados en razones geográficas, climatológicas, poblacionales, 
etc., que determinan una estructura tarifaria diferenciada. Ahora bien, 
existen casos en que estas diferencias son tan grandes que resulta muy 
difícil encontrarles una explicación razonable y tampoco es lógico que 
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existan tramos de consumo que no respondan en absoluto a criterios de 
progresividad o incentivación del consumo responsable y el uso eficiente 
del agua.

Sería posible establecer una estructura tarifaria que resultase de 
aplicación para todos los municipios de Andalucía y cuyos tramos dieran 
cabida a todas las especificidades y factores diferenciadores que resulte 
razonable considerar. Dicha estructura tarifaria debería venir determinada 
en una norma de alcance general y podría incluir periodos transitorios de 
adaptación para aquellas localidades que cuentan con modelos tarifarios 
más alejados del que resulte propuesto, así como permitir cierto margen 
de flexibilidad en la determinación de los tramos cuando se acredite la 
existencia de factores justificativos de unos consumos diferenciados para 
algunos municipios.

La determinación de dicha estructura tarifaria debería corresponder al 
Observatorio Andaluz del Agua y debería hacerse tomando en consideración 
las opiniones y los intereses de las entidades locales como titulares del 
servicio de agua.

Esta Institución considera que el sistema de estructuras tarifarias que 
contemplen el número de personas que habitan en la vivienda objeto del 
suministro es el sistema más justo y más acorde con el principio de que 
quien contamina paga que se recoge en la Directiva Marco del Agua y con los 
objetivos de fomento del consumo responsable y eficiente que contempla la 
legislación en materia de aguas vigente en nuestra Comunidad Autónoma.

Para despejar cualquier tipo de dudas sobre la adecuación a derecho 
del acceso a los datos del padrón municipal por parte de las empresas 
suministradoras, consideramos que sería conveniente que la comunicación 
a la empresa suministradora se realizara después de haber llevado a cabo 
un proceso de disociación de datos. Para ello, bastaría con remitir a las 
empresas suministradoras un listado con el número de personas residentes 
en las viviendas para las que se haya solicitado la contratación del suministro 
de agua, sin necesidad de incluir más datos.

Nos parece una medida acertada que antes de acometer el cambio 
al sistema de tarificación por habitante exista un compromiso de la entidad 
local y la empresa suministradora de compensar los excesos de recaudación 
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que puedan producirse reajustando las tarifas cobradas a los colectivos que 
resulten más perjudicados por el nuevo sistema. También consideramos 
necesario que el proceso de implantación del nuevo sistema tarifario se 
haga  de forma paulatina, con un periodo de información previa a los 
usuarios suficientemente dilatado y constituyendo un organismo dedicado 
específicamente a solventar las dudas y a dar respuesta a las situaciones 
especiales que puedan plantearse.


